
San Juan de Pasto (Nariño), 28 de Abril de 2023 

 

Señor (a): 
JUEZ CONSTITUCIONAL DE TUTELA (REPARTO) 
E. S. D. 
 
 
Asunto: Acción de tutela 
Accionante: María Elena Rosero Campiño 
Accionado: Comisión Nacional del Servicio Civil – Universidad Libre 

 

Derechos vulnerados: Derecho al Debido Proceso Administrativo, buena fe, confianza legítima en 

Conexidad al Mínimo Vital y el derecho al trabajo.  

 

Yo, María Elena Rosero Campiño, identificada con la cédula de ciudadanía número 36.758.376 de 

Pasto, acudo a su Despacho en ejercicio de la acción de tutela consagrado en el Art. 86 de la 

Constitución Política de Colombia en contra de la Comisión Nacional del Servicio Civil y la 

Universidad Libre, por cuanto estas entidades vulneraron mi derecho fundamental al Debido 

Proceso Administrativo, en conexidad al Mínimo Vital y el derecho al trabajo, consagrados en la 

Constitución Política de Colombia. Lo anterior lo fundamento en los siguientes hechos. 

                                                                      1)   HECHOS 

PRIMERO: Soy participante de la denominada convocatoria Proceso de Selección No. 2150 a 2237 

de 2021, 2316, 2406 de 2022. Directivos Docentes y Docentes, Población Mayoritaria. Me inscribí 

en el proceso, correspondiente a la Entidad Territorial Certificada en educación MUNICIPIO DE 

PASTO OPEC 184043, con la denominación del empleo 29950247 COORDINADOR, tal y como lo 

acredita el reporte de inscripción. 

 



SEGUNDO: El 25 de septiembre del 2022 presenté la Prueba de Aptitudes y Competencias 

Básicas, Directivo Docente - NO RURAL dentro del enunciado del proceso de selección. 

TERCERO: La Universidad Libre, como operador del concurso de méritos en el marco del Proceso 

de Selección 2150 a 2237 de 2021, 2316, 2406 de 2022. Directivos Docentes y Docentes, 

Población Mayoritaria, correspondiente a la Entidad Territorial Certificada en Educación 

MUNICIPIO DE PASTO, publicó los resultados de las pruebas escritas por medio del aplicativo de 

SIMO tal y como lo evidencia el pantallazo de resultados tomado del sistema. 

 

CUARTO: Revisado los resultados en mi perfil de SIMO, se evidencia que tengo los siguientes 

puntajes: Prueba de aptitudes y competencias básicas 70.00 y prueba psicotécnica 80.35.  

QUINTO: El puntaje mínimo aprobatorio en aptitudes y competencias básicas es de 70 como lo 

especifica el acuerdo, razón por la cual se determinó como estado admitido y continúa en 

concurso. 

 

SEXTO: Siguiendo con el proceso, la Universidad Libre como operador del concurso de méritos en 

el marco del Proceso de Selección 2150 a 2237 de 2021, 2316, 2406 de 2022. Directivos Docentes 

y Docentes, Población Mayoritaria, correspondiente a la Entidad Territorial Certificada en 

Educación MUNICIPIO DE PASTO, el 29 de Marzo de 2023 publicó los resultados de la verificación 

de requisitos mínimos por medio del aplicativo de SIMO, manifestando que cumplía con el 



Requisito Mínimo de Educación, sin embargo, NO cumplía el Requisito Mínimo de Experiencia, por 

lo tanto, NO continuaba dentro del proceso de selección, determinando que mi estado era no 

admitido.  

 

SEPTIMO: En el aplicativo SIMO al consultar los resultados detallados de la prueba de verificación 

de requisitos mínimos, se encuentra en observaciones que el documento que acredita la 

experiencia laboral como docente en la Secretaria de Educación Municipal de Pasto, no fue 

validado puesto que se argumenta que dicho soporte carece de  firma de quien lo expide. 

 



 

OCTAVO: Cumpliendo con las fechas estipuladas por SIMO “desde las 00:00 del 30 de Marzo de 

2023, hasta las 23:59 del 05 de abril de 2023, con excepción del 01 y el 02 de Abril de 2023, por no 

ser días hábiles“, el 04 de abril del año en curso, presenté RECLAMACIÓN RESULTADOS 

PROCESO DE VERIFICACIÓN DE REQUISITOS MINIMOS proceso de selección 2150 a 2237 de 

2021, 2316 y 2406 de 2022 Directivos Docentes y Docentes con el número 641211540, mediante el 

aplicativo dispuesto para tal fin.   

 

Citando el siguiente resumen: 



 

 

Y anexando los documentos citados a continuación: 



 

Correspondientes a 641247820: Documento completo de reclamación.  

 



 

641247821: Constancia laboral actualizada de la Secretaria de Educación Municipal de Pasto. 

 

641247822: Constancia laboral firmada, emitida por el Sistema Humano en Línea de la Secretaría 

de Educación Municipal de Pasto, que fue presentada en la etapa de inscripción al concurso con 

fecha del 08 de Junio de 2022 y cargada en el aplicativo SIMO de la convocatoria Proceso de 

Selección No. 2150 a 2237 de 2021, 2316, 2406 de 2022. Directivos Docentes y Docentes, 

Población Mayoritaria. 

 



 

641247823: Constancia laboral firmada, emitida por el Sistema Humano en Línea de la Secretaría 

de Educación Municipal de Pasto, que fue presentada en la etapa de actualización de documentos 

con fecha del 12 de Marzo de 2023 y cargada en el aplicativo SIMO de la convocatoria Proceso de 

Selección No. 2150 a 2237 de 2021, 2316, 2406 de 2022. Directivos Docentes y Docentes, 

Población Mayoritaria. 

Reclamación de los resultados del procos de verificación de requisitos minimos, presentada al no 

encontrarme deacurdo con la decisión adoptada por los hoy accionados. Solicitando lo siguiente: 

“San Juan de Pasto, Abril 4 de 2023 

 

Señores: 

COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

UNIVERSIDAD LIBRE 

 

ASUNTO: RECLAMACIÓN RESULTADOS PROCESO DE VERIFICACIÓN DE REQUISITOS 
MINIMOS proceso de selección 2150 a 2237 de 2021, 2316 y 2406 de 2022 Directivos Docentes y 

Docentes. 

 

Atento Saludo, 

 



Yo María Elena Rosero Campiño, identificada con C.C. No. 36.758.376 de Pasto, con fundamento 
a los derechos constitucionales, a la petición, ocupar cargos públicos, la igualdad, el debido 
proceso, a la confianza legítima, principio de legalidad, buena fe y acceso transparente al empleo 
de carrera administrativa a través del concurso público de mérito; interpongo mediante el presente 
documento recurso  de reclamación ante los resultados de verificación de requisitos mínimos 
publicados en la plataforma SIMO el día 29 de Marzo de 2023, como parte del proceso de 
selección 2150 a 2237 de 2021, 2316 y 24406 de 2022, considerando lo siguiente: 

CONSIDERACIONES DE HECHO Y DERECHO 

1. La reclamación que se presenta es clara y precisa, se designa la autoridad a la que se dirige, 
contiene mi nombre e identificación y su objeto. 
2. En caso de que la información sea reservada corresponde a la entidad argumentar (Art. 25 de la 
Ley 1755) que se encuentra en las situaciones previstas en los artículos 18 a 19 de la Ley 1712 de 
2014 e informar que procede el recurso de insistencia si niega el acceso a la misma (Art. 26 de la 
Ley 1755). 
3. En los resultados de verificación de requisitos mínimos del proceso mencionado, se excluye mi 
constancia laboral como docente orientadora expedida por la Secretaría de Educación Municipal de 
Pasto,  argumentando que este es un “Documento no válido para el cumplimiento del Requisito 
Mínimo de Experiencia, toda vez que el soporte carece de firma de quien lo expide”. Al ser este el 
trabajo en el que he laborado por más tiempo como docente, la exclusión de este documento, 
generó una grave afectación a la continuidad en el proceso de selección, ya que sin él no cumplo 
los tiempos solicitados para desempeñar el cargo de directivo docente al que me postulé y del cual 
he superado la prueba escrita y psicotécnica. 
4. Cabe aclarar que la constancia laboral que fue suministrada como documento de experiencia 
laboral para la verificación de requisitos mínimos, se descargó siguiendo las instrucciones 
claramente establecidas por el sistema Humano en Línea del Ministerio de Educación Nacional (se 
anexan pantallazos del paso a paso establecido para descargar dicho documento), por lo tanto se 
trata de un documento oficial y legal en el que consta información verídica de mi experiencia 
laboral, cuya validez puede ser corroborada de manera telefónica por parte de la CNSC a través 
del funcionario de la Secretaría de Educación Municipal de Pasto, como consta en la parte inferior 
de dicha constancia, documento en donde claramente se expresa que: “Esta certificación se ha 
expedido a través del Humano en Línea para nuestros funcionarios, por lo que NO requiere de 
firma y debe ser validada en los siguientes teléfonos de Pasto (Nar) 7244326 Ext. 6508”, en pro de 
garantizar la debida observancia del principio de mérito en cualquier etapa del presente proceso de 
selección, a lo cual hizo caso omiso la comisión y el operador Universidad Libre, desconociendo los 
derechos fundamentales del actor tales como a la igualdad, al mérito, al acceso a los cargos 
públicos mediante concurso de méritos, a la prevalencia del derecho sustancial sobre lo formal, 
entre otros; como es validar aquellas certificaciones en cualquier etapa procesal del trámite de 
selección, en aras de permitir la participación de la ciudadanía al libre acceso a los cargos públicos 
y priorizar el mérito sobre cualquier otra forma de selección, reiterando cuando la certificación 
indica que se ejerció empleos relacionados con el cargo al cual se aspira, por un término superior a 
5 años lo cual no puede ser desconocido de manera flagrante, reflejando una conducta vulneradora 
de derechos y sesgada, que solo pretende dejarme como aspirante fuera del proceso de selección, 
sin una causal justificativa de retiro, existiendo elementos suficientes para admitirlo.   
5. Se suma a lo anterior que el artículo 269 del código de procedimiento civil sobre documentos sin 
firma, establece que los documentos no firmados ni manuscritos por la parte a quien se oponen, 
tienen valor, si son expresamente aceptados por ella o sus causahabientes. 
6. La no aceptación del documento citado, implica que no se ha dado aplicación a la presunción de 
buena fe, contemplada en el Artículo 83 de la Constitución Nacional, por el contrario se presume la 
mala fe, negligencia o ineptitud en los ciudadanos, implicando el desconocimiento de ciertos 
requisitos y cargas probatorias razonables cuando a ello hubiere lugar. Es preciso acotar que la 
entidad hace una interpretación inadecuada de la certificación laboral que aduce como inválida, por 
no contener la firma del profesional que la expide.  



7. Si bien la Guía de orientación al aspirante verificación de requisitos mínimos Docentes y 
Directivos proceso de selección No. 2150 a 2237 de 2021, 2316 y 2406 de 2022 Docentes, 
disponible en https://www.cnsc.gov.co/sites/default/files/2023-03/guia_de_orientacion_al_ 
aspirante_verificacion_de_requisitos_minimos.pdf establece lineamientos para la presentación de 
estos documentos, en ningún momento menciona que cuando el documento es expedido por una 
entidad territorial certificada, como es el caso de la Secretaría de Educación Municipal de Pasto, 
debe seguir de manera estricta los formatos sugeridos (Modelo 1 - Modelo de Certificación Laboral 
Servidores Públicos), sino como bien se refiere en dicho documento en la página 14 “Las 
certificaciones expedidas por las entidades PODRAN contener los parámetros establecidos en los 
modelos propuestos por la CNSC, los cuales podrán ser consultados en el siguiente link 
https://www.cnsc.gov.co/index.php/criterios-y-doctrina/doctrina, clarificando en NOTA al final del 
modelo que: “No es necesario seguir este formato si la entidad tiene su propio formato y éste 
incluye la información aquí requerida”. Lo que implica que la firma no es un requisito de 
OBLIGATORIO cumplimiento para este caso específico, ya que dicho requisito solamente se exige 
de manera tácita para el caso de certificaciones expedidas por personas naturales, tal como se 

plantea en la página 12 de dicho documento. 

8. Cabe enfatizar que en el proceso correspondiente al concurso docente urbano y rural 2022, 
dirigido por la Comisión Nacional de Servicio Civil – CNSC, en la etapa de “Verificación de 
Requisitos mínimos (VRM) resultados publicados el día  29 de Marzo de 2023, no se tuvo en 
cuenta durante el proceso de validación, la certificación (experiencia) laboral emitida por la 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL para directivos docentes y docentes del Municipio de 
Pasto, a través del Sistema Humano, a pesar de que la certificación cumple lo indicado por la 
Comisión Nacional de Servicio Civil, como se expone en los criterios unificados para las 
valoraciones de certificaciones (10 de noviembre de 2020). 
En este documento se expone en el numeral 4 Certificación de la experiencia que: 

“Por regla general, la Experiencia se debe acreditar mediante certificaciones expedidas por la 
autoridad competente, o quien haga sus veces, de la institución o entidad pública o privada que 
certifica, las cuales deben indicar expresamente, al menos, los siguientes datos, de conformidad 
con los artículos 2.2.2.3.8 y 2.2.3.4 del Decreto 1083 de 2015, en concordancia con el artículo 12 
del Decreto Ley 785 de 2005: 

· Nombre o razón social de la entidad que la expide. 

· Empleo o empleos desempeñados, con fechas de inicio (día, mes y año) y de terminación 
(día, mes y año) para cada uno de ellos, evitando el uso de la expresión “actualmente”. 

· Funciones de cada uno de los empleos desempeñados, salvo que la Constitución o la ley las 
establezca. 

En este mismo documento en el numeral 6 dedicado a dar respuesta a la disyuntiva jurídica en 
su aparte 6.1 expone: 

“Cuando las funciones del empleo que se certifica se encuentran definidas en la Constitución o 
en la ley. En los casos en que la Constitución o la ley establezcan las funciones del empleo, no 
es necesario que las certificaciones laborales las especifiquen, por consiguiente, si la 
certificación laboral aportada por el aspirante no las detalla, se deben consultar en la(s) 
norma(s) que las establece(n). 

Los siguientes son algunos ejemplos, entre muchos otros, de empleos cuyas funciones se 

encuentran establecidas en las normas que se citan: 

· Agente de Tránsito y Transporte de las Entidades Territoriales: Ley 1310 de 2009, artículo 5. 

· Alcalde: Artículos 315 de la Constitución Política y 91 de la Ley 136 de 1994, modificado por 
el artículo 29 de la Ley 1551 de 2012. 



· Asesor, Coordinador o Auditor Interno de la Oficina de Control Interno: Ley 87 de 1993, 
artículo 12. · Comisario de Familia: Artículos 86 de la Ley 1098 de 2006 y 7 del Decreto 4840 
de 2007. 

· Concejal: Artículo 313 de la Constitución Política y Capítulos III y V de la Ley 136 de 1994. 

· Defensor de Familia: Artículos 82 de la Ley 1098 de 2006 y 7 del Decreto 4840 de 2007. 

· Docente: Artículos 104 de la Ley 115 de 1994 y 4 y 5 del Decreto - Ley 1278 de 2002. 

Entre otras.  

9. El Ministerio de Educación Nacional atendiendo a la normativa vigente, establece el manual de 
funciones y competencias para docentes y directivos docentes en la Resolución 003842 de 2022, 
las cuales no requieren ser detalladas en la certificación laboral, como se evidencia en el punto 
anterior del documento de criterios unificados para las valoraciones de certificaciones. 
10. La certificación emitida por la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE PASTO, 
Oficina de Nómina a  través de Humano en Línea, contiene razón social, indica el cargo (Docente 
orientador), además de la fecha de ingreso e inicio de labores hasta la fecha de su expedición.  
11. A partir de las anteriores evidencias argumentativas se observa la no procedencia de la 
valoración negativa de requisitos mínimos frente a la certificación que expide la Secretaría de 
Educación del Municipio de Pasto mediante Humano en Línea. 
12. A pesar de lo anterior y para verificación de la validez del documento aportado, considerando 

que el motivo de exclusión del concurso es un  asunto de Forma y no de fondo, se anexan a la 

presente reclamación tres (03) documentos que validan la experiencia laboral inicialmente 

aportada: 1) Constancia laboral emitida por la Secretaría de Educación Municipal de Pasto con 

fecha del 31 de Marzo de 2023 y firmada por MARIA ELVIRA DE LA ESPRIELLA A.F 

SECRETARIA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL, en la que se especifican actos administrativos de 

nombramiento y traslado, fechas, funciones y firma del funcionario que la expide; 2) Constancia 

laboral emitida por el Sistema Humano en Línea de la Secretaría de Educación Municipal de Pasto, 

que fue presentada en la etapa de inscripción al concurso con fecha del 08 de Junio de 2022, 

firmada por la funcionaria LUZ  MARINA PAREDES MORA profesional universitario de la Oficina de 

Nómina de la Secretaría de Educación Municipal de Pasto y; 3) Constancia laboral emitida por el 

Sistema Humano en Línea de la Secretaría de Educación Municipal de Pasto, que fue presentada 

en la etapa de actualización de documentos con fecha del 12 de Marzo de 2023, firmada por la 

funcionaria LUZ MARINA PAREDES MORA profesional universitario de la Oficina de Nómina de la 

Secretaría de Educación Municipal de Pasto. 

SOLICITUDES 

1. Aceptar la validez de la CONSTANCIA LABORAL DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL 

MUNICIPIO DE PASTO, aportada como documento para la verificación de requisitos mínimos y 

cargados a la plataforma SIMO, considerando los argumentos expuestos y los documentos 

adjuntos en la presente reclamación: 1) Constancia laboral emitida por la Secretaría de Educación 

Municipal de Pasto con fecha del 31 de Marzo de 2023 y firmada por MARIA ELVIRA DE LA 

ESPRIELLA A.F SECRETARIA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL, en la que se especifican actos 

administrativos de nombramiento y traslado, fechas, funciones y firma del funcionario que la expide; 

2) Constancia laboral emitida por el Sistema Humano en Línea de la Secretaría de Educación 

Municipal de Pasto, que fue presentada en la etapa de inscripción al concurso con fecha del 08 de 

Junio de 2022, firmada por la funcionaria LUZ  MARINA PAREDES MORA profesional universitario 

de la Oficina de Nómina de la Secretaría de Educación Municipal de Pasto y; 3) Constancia laboral 

emitida por el Sistema Humano en Línea de la Secretaría de Educación Municipal de Pasto, que 

fue presentada en la etapa de actualización de documentos con fecha del 12 de Marzo de 2023, 

firmada por la funcionaria LUZ MARINA PAREDES MORA profesional universitario de la Oficina de 

Nómina de la Secretaría de Educación Municipal de Pasto. 



2. Cambiar el resultado de no admitido a ADMITIDO, toda vez que cumplo con los requisitos 
mínimos para el empleo ofertado; es decir, más de cinco (05) años de experiencia docente, tal 
como lo plantea la Resolución 003842 de 2022. 
 
3. Validar la experiencia certificada mediante la constancia mencionada, como parte de la próxima 
etapa del concurso relacionada con la valoración de antecedentes. 
 

Agradezco su atención, quedo atenta a la respuesta emitida. 

Atentamente, 

 

NOMBRE: MARÌA ELENA ROSERO CAMPIÑO 

C.C. No. 36.758.376 de Pasto 

 

ANEXO PANTALLAZOS DEL PASO A PASO ESTABLECIDO PARA DESCARGAR 
CONSTANCIA LABORAL DEL SISTEMA HUMANO EN LÍNEA 

PASO 1. INGRESAR A HUMANO EN LÍNEA 

 

PASO 2. INGRESAR EL CÓDIGO DEL EMPLEADO 



 

 

PASO 3. INGRESAR LA CONTRASEÑA 

 

PASO 4. INGRESAR A REPORTES 



 

PASO 5. INGRESAR A REPORTES Y CERTIFICADOS 

 

PASO 6. SELECCIONAR LA OPCIÓN DE CERTIFICADO LABORAL 



 

PASO 7. DAR CLICK EN ACEPTAR 

 

PASO 8. DAR CLICK EN ACTUALIZAR PARA INICIAR LA DESCARGA DEL DOCUMENTO 



 

 

 

PASO 9. DAR CLICK EN VER PARA DESCARGAR EL DOCUMENTO 

 

NOVENO: Corolario de lo anterior es importante tener en cuenta, que en la certificación aportada 
en el momento de la inscripción y cargue de documentos de la convocatoria Proceso de Selección 
2150 a 2237 de 2021, 2316 y 2406 de 2022 Directivos Docentes y Docentes, y que fue el único 
motivo de mi inadmisión y exclusión del concurso de méritos, taxativamente establece:  “NOTA: 
Esta certificación se ha expedido a través del humano en línea para nuestros funcionarios 
por lo que NO requiere de firma y debe ser validada en los siguientes teléfonos de Pasto 
(Nar) 7244326 ext 6508” subraya y negrita fuera del texto original. 



Lo anterior denota claramente que el documento aportado goza de total PRESUNCIÓN DE 

LEGALIDAD Y AUTENTICIDAD, por lo cual la decisión adoptada por los hoy accionados resulta 

arbitraria, injusta y vulneradora de mis Derechos Fundamentales que hoy solicito sean amparados, 

cercenándome la posibilidad de acceder a un cargo público, por un aspecto de forma que en nada 

afecta las aptitudes y requisitos que exige el cargo al cual aspiro. 

DECIMO: Aunado a ello, se debe tener en cuenta que si la certificación aportada en el momento de 

la inscripción y cargue de los documentos, adolece de un requisito de forma, el mismo no me 

puede ser imputado, toda vez que como ya se mencionó anteriormente, la certificación aportada 

manifestaba expresamente que no requería firma para su validez, por lo cual actué y obre bajo el 

PRINCIPIO DE BUENA FE, dándole credibilidad a un documento proferido por una entidad pública, 

que además contenía una manifestación expresa y que hoy me causa un perjuicio irremediable, 

toda vez que me excluye de un concurso de méritos, en el cual he cumplido todos y cada uno de 

los requisitos para el cargo postulado.  

DECIMO PRIMERO: el 18 de Abril de 2023, en el aplicativo SIMO se publica lo siguiente: 

“CONFIRMAMOS su estado de INADMITIDO dentro del proceso, motivo por el cual usted NO 

CONTINÚA en concurso, en cumplimiento de lo establecido en la Ley y el Acuerdo que rige el 

presente Proceso de Selección”, argumentando la siguiente respuesta tal y como lo denotan los 

pantallazos del sistema: 

 



 

 



 

 

 



 



 



 



 



 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

DECIMO SEGUNDO: La Universidad Libre en calidad de operador de la convocatoria NO 

RESPONDIÓ DE FONDO NI EN SU TOTALIDAD mi reclamación, quedando en evidencia que no 

se tuvieron en cuenta los argumentos señalados. 

DECIMO TERCERO: La Universidad Libre en calidad de operador de la convocatoria y la Comisión 

Nacional del Servicio Civil, cambiaron los términos de exclusión del concurso, pasando de referir 

que el documento que acredita la experiencia docente emanada por la Secretaria de Educación de 

Pasto, no es válido por cuanto no cuenta con firma, ha referir que no es válido por cuanto no 

cuenta con firma de la persona encargada, negando la validez del documento que el aplicativo de 

la Secretaria de Educación Municipal de Pasto considera como legal, para acreditar la experiencia 

laboral y además incita a su verificación y autenticidad. 

DECIMO CUARTO: La Universidad Libre en calidad de operador de la convocatoria y la Comisión 

Nacional del Servicio Civil, argumenta que los documentos anexados a la reclamación son 

aportados por la reclamante de manera extemporánea, cuando estos solamente cumplen con la 

finalidad de aclarar la validez de las certificaciones cargadas previamente en la etapa de inscripción 

y actualización de documentos, durante los tiempos establecidos para dichos objetivos y no para 

ser evaluados como documentos nuevos o de actualización en la convocatoria. 

DECIMO QUINTO: La Universidad Libre en calidad de operador de la convocatoria y la Comisión 

Nacional del Servicio Civil, al finalizar la respuesta a la reclamación, informan al aspirante “que 

contra la presente decisión no procede recurso alguno, de conformidad con el numeral 4.5 del 

Anexo de los Acuerdos del Proceso de Selección”, negando el derecho a presentar una acción de 

tutela, mecanismo constitucional al que tiene derecho de acceder todo ciudadano colombiano 

según lo consagrado en la norma máxima Constitución Política de Colombia. 

Los anteriores fundamentos facticos se encuentran ajustados a Derecho en los siguientes: 

 

 

 



2) FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

De acuerdo con lo anterior, demando la protección de los derechos fundamentales al debido 
proceso, en conexidad con el derecho al trabajo, afectando de manera directa al mínimo vital al no 
tener acceso a cargos públicos por concurso de méritos, empleando para el efecto, el mecanismo 
de la acción de tutela, por cuanto el artículo 86 Superior señala que la acción de tutela “sólo 
procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo de aquella que 
se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, caso en el cual, 
satisfechos estos requisitos, resulta viable emitir una decisión de fondo sobre lo pretendido, ya que 
por acción y omisión de estas entidades públicas, cuya conducta afecta gravemente mis derechos 
fundamentales.  
 
De igual manera, el numeral 5º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 dispone que la misma, 
solo se tipifica como inviable cuando se trate de actos administrativos de carácter general, 
impersonal y abstracto, que como puede verse, no es mi caso, porque al someterla por cuenta de 
las decisiones de la CNSC a la exclusión laboral, se configura no solo una injusticia manifiesta al 
superponer la existencia de una firma a una certificación en su plenitud totalmente valida, 
causándome un perjuicio irremediable e irreparable, dadas las consecuencias de naturaleza 
subsidiaria y residual, al quedar por fuera del concurso, sin la contemplación a fondo de la 
constancia anexada y su validez acreditada por la entidad territorial Secretaría de Educación 
Municipal de Pasto.  
  
Al respecto, la Corte Constitucional, considera que en materia de concursos de méritos para la 
provisión de cargos de carrera, se ha comprobado que el mecanismo de la acción de tutela es el 
instrumento jurídico idóneo por excelencia, cuando el accionante no encuentra por otro medio, 
solución efectiva y oportuna y cuando se presenta una violación flagrante de sus derechos 
fundamentales, que para el caso, están implícitos y de manera conexa y subrogada con el derecho 
al trabajo.  
 
De acuerdo con la anterior inferencia, la Corte Constitucional en la Sentencia SU-913 de 2009, 
sobre la procedibilidad de la acción de tutela como mecanismo de protección de los derechos de 
quienes participan en concurso de méritos, precisó: “(…) la doctrina constitucional ha reiterado que 
al estar en juego la protección de los derechos fundamentales al trabajo, la igualdad, la vida, la 
salud y el debido proceso de quienes participan en un concurso de méritos y las reglas del juego 
preestablecidas, son claras, el mecanismo de la acción de la tutela es la herramienta que procede, 
porque es el que tiene la competencia plena y directa, así haya otro mecanismo de defensa judicial, 
para convertirse en la vía principal derámite del asunto”. La acción de tutela procede en aquellos 
casos en que el mecanismo alterno no es lo suficientemente idóneo y eficaz para la protección de 
estos derechos.  
 
Finalmente, concurre la acción de tutela, como mecanismo de salvaguarda de unos derechos 
vulnerados y tangiblemente probados, para lo cual, (i) “pese a la existencia de un mecanismo 
judicial adecuado para resolver las implicaciones constitucionales del caso, no goce de suficiente 
efectividad para la protección de los derechos fundamentales invocados como amenazados a la luz 
del caso concreto; (ii) ora se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable que implica 
una situación de amenaza de vulneración de un derecho fundamental susceptible de concretarse y 
que pueda generar un daño irreversible”.  
 
Fente al perjuicio irremediable, que se puede derivar como en este caso, de un perjuicio notable y 
manifiesto por cuenta de las decisiones de la CNSC, la Corte en sentencia T-439 de 2000 expresó:  
“Para determinar la irremediabilidad del perjuicio hay que tener en cuenta la presencia concurrente 
de varios elementos que configuran su estructura, como la inminencia que exige, en el caso que 
nos ocupa, de medidas inmediatas; la urgencia que tiene el sujeto de derecho por salir de ese 
perjuicio inminente; y la gravedad de los hechos que hace evidente la impostergabilidad de la tutela 
como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales 



fundamentales”. (…) La concurrencia de los elementos mencionados pone de relieve la necesidad 
de considerar la situación fáctica que legitima la acción de tutela como mecanismo transitorio y 
como medida precautelativa para garantizar la protección de los derechos fundamentales que se 
lesionan o que se encuentran amenazados.”  
 
Derecho fundamental al Debido Proceso Administrativo.   
 
Sumado a lo anterior, si no se cumple con las preceptivas normativas y jurisprudenciales 
señaladas, no solo se vulnera el derecho de presentar una tutela como mecanismo válido de 
protección de los derechos fundamentales, sino también el debido proceso.  
En efecto, el derecho fundamental al debido proceso consagrado en el artículo 29 de la 
Constitución Nacional es una prerrogativa de rango fundamental, considerado de aplicación 
inmediata, que rige para toda clase de actuaciones, sean judiciales o administrativas, 
sometiéndolas a los procedimientos y requisitos legal y reglamentariamente establecidos, para que 
las personas puedan tramitar los asuntos sometidos a decisión de las distintas autoridades con 
protección de sus derechos y libertades públicas, previo el otorgamiento de medios idóneos y 
oportunidades de defensa necesarios, de manera que garanticen la legalidad y certeza jurídica en 
las resoluciones que allí se adopten.  
 
Dentro del derecho fundamental al debido proceso se encuentra el denominado “debido proceso 
administrativo”, el que ha sido definido por la jurisprudencia de la Corte Constitucional como “(i) el 
conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el 
cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa (ii) que guardan 
relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera 
constitucional y legal. El objeto de esta garantía superior es (i) asegurar el ordenado. 
  
El máximo Tribunal Constitucional indicó las garantías mínimas que implica el derecho fundamental 
al debido proceso administrativo, entre las que se tiene: “(i)ser oído durante toda la actuación,(ii) a 
la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones 
injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su 
culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de 
las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, 
(vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir 
pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con 
violación del debido proceso.  
 
En cuanto a la naturaleza de la acción que interpongo, ésta la consagra el Artículo 86 de la Carta 
Política, como un mecanismo de defensa excepcional que tiene toda persona contra acciones u 
omisiones de cualquier autoridad pública, o de los particulares en los casos establecidos en la ley 
que quebrante o amenace vulnerar derechos constitucionales fundamentales. El acervo probatorio 
expuesto, le da al Juez de Tutela, el marco jurídico suficiente y apropiado para que este concurso 
de méritos, pueda ser revisado y modificado según las evidencias expuestas y confrontadas con 
las referencias técnicas ofrecidas por la CNSC, como corresponde al respeto del Debido Proceso 
invocado reiterativamente en la exposición de motivos.  
 
Importante recordar que una de las consecuencias que tiene la consagración expresa del Debido 
Proceso como un derecho de rango fundamental, es que todas las personas pueden acudir a la 
acción de tutela, con el fin de que el juez constitucional conozca de la presunta vulneración, y de 
ser necesario ordene las medidas necesarias para garantizar su protección inmediata. Entre las 
prevenciones que debe adoptar el juez de tutela cuando evidencia la transgresión de una garantía 
constitucional, está la de dictar una sentencia en la cual se restablezca el derecho.  
 
Por su parte la Sentencia T-569 de 2011 expresa: "Es deber del juez de tutela examinar si la 
controversia puesta a su consideración (i) puede ser ventilada a través de otros mecanismos 
judiciales y (ii) si a pesar de existir formalmente, aquellos son o no son suficientes para proveer una 



respuesta material y efectiva a la disputa puesta a su consideración". "El derecho al debido proceso 
es el conjunto de garantías que buscan asegurar a los interesados que han acudido a la 
administración pública o ante los jueces, una recta y cumplida decisión sobre sus derechos.  
 
 
Exceso ritual manifiesto.  
 
Sentencia 00537 de 2018 Consejo de Estado. La Corte Constitucional ha definido el defecto 
procedimental por exceso ritual manifiesto como aquel que se presenta cuando “un funcionario 
utiliza o concibe los procedimientos como un obstáculo para la eficacia del derecho sustancial y por 
esta vía, sus actuaciones devienen en una denegación de justicia. (Sentencia T-024 del 17de enero 
de 2017).  
 
Prevalencia del derecho sustancial frente a lo formal.  
 
Por su parte, el artículo 228 de la Constitución Política consagra el principio de prevalencia del 
derecho sustancial sobre el formal, que propende porque las normas procesales sean el medio que 
permita concretar o efectivizar los derechos sustanciales de los ciudadanos.  
 

En virtud de lo anterior solicito respetuosamente se me concedan las siguientes: 

 

3. PETICIONES. 

 

1. Se proteja mi derecho fundamental al Debido Proceso consagrado en el Artículo 29 de la 

Constitución Política de Colombia, en conexidad con el mínimo vital y el derecho al trabajo. 

 

2. Que se acepte la validez de la CONSTANCIA LABORAL DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

DEL MUNICIPIO DE PASTO aportada como documento para la verificación de requisitos mínimos 

y cargada a la plataforma SIMO, considerando los argumentos expuestos y los documentos 

adjuntos a la reclamación presentada a la Comisión Nacional del Servicio Civil y el operador 

Universidad Libre: 1) Constancia laboral emitida por la Secretaría de Educación Municipal de Pasto 

con fecha del 31 de Marzo de 2023 y firmada por MARIA ELVIRA DE LA ESPRIELLA A.F 

SECRETARIA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL, en la que se especifican actos administrativos de 

nombramiento y traslado, fechas, funciones y firma del funcionario que la expide; 2) Constancia 

laboral emitida por el Sistema Humano en Línea de la Secretaría de Educación Municipal de Pasto, 

que fue presentada en la etapa de inscripción al concurso con fecha del 08 de Junio de 2022, 

firmada por la funcionaria LUZ  MARINA PAREDES MORA profesional universitario de la Oficina de 

Nómina de la Secretaría de Educación Municipal de Pasto y; 3) Constancia laboral emitida por el 

Sistema Humano en Línea de la Secretaría de Educación Municipal de Pasto, que fue presentada 

en la etapa de actualización de documentos con fecha del 12 de Marzo de 2023, firmada por la 

funcionaria LUZ MARINA PAREDES MORA profesional universitario de la Oficina de Nómina de la 

Secretaría de Educación Municipal de Pasto. 

3. En tal virtud se ordene a la Comisión Nacional del Servicio Civil y a la Universidad Libre cambiar 

el resultado de no admitido a ADMITIDO frente a la verificación de requisitos mínimos y generar la 

reincorporación al concurso de méritos de la denominada convocatoria Proceso de Selección No. 

2150 a 2237 de 2021, 2316, 2406 de 2022 Directivos Docentes y Docentes, Población Mayoritaria, 

permitiendo que se continúe en concurso, toda vez que cumplo con los requisitos mínimos para el 

empleo ofertado, es decir más de 5 años de experiencia docente,  tal como lo plantea la Resolución 

003842 de 2022. 



4. En tal virtud se ordene a la Comisión Nacional del Servicio Civil y a la Universidad Libre validar la 

experiencia certificada mediante la constancia que acredita el desempeño como docente 

orientador, emanada por la Secretaria de Educación Municipal de Pasto,  como parte de la próxima 

etapa del concurso relacionada con la valoración de antecedentes.  

5. Declarar la no Perentoriedad y el requisito de inmediatez frente a la presente actuación. 

6. Detener el  concurso de méritos de la denominada convocatoria Proceso de Selección No. 2150 

a 2237 de 2021, 2316, 2406 de 2022 Directivos Docentes y Docentes, Población Mayoritaria, hasta 

que se resuelva mi solicitud y se pongan en marcha las acciones para reestablecer mis derechos 

vulnerados. 

4) MEDIDA PROVISIONAL. 

En igual sentido y de la manera más cordial, respetuosa y al cumplirse los elementos de hecho y 

de derecho requeridos en el artículo 7 del decreto 2591 de 1991, me permito SOLICITAR se 

decrete como medida provisional, la SUSPENSIÓN PROVISIONAL del concurso de méritos de la 

denominada convocatoria Proceso de Selección No. 2150 a 2237 de 2021, 2316, 2406 de 2022 

Directivos Docentes y Docentes Población Mayoritaria y como consecuencia se APLACE y/o 

SUSPENDA el concurso de mérito citado líneas atrás, hasta que se surta el presente proceso 

constitucional y se decida de fondo las pretensiones impetradas en la presente acción 

constitucional. 

La anterior solicitud la realizo con base a los siguientes. 

 

5) FUNDAMENTOS DE DERECHO DE LA MEDIDA PROVISIONAL. 

El artículo 7 del decreto 2591 de 1991, establece:  

“ARTICULO 7o. MEDIDAS PROVISIONALES PARA PROTEGER UN DERECHO. Desde la 

presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para 

proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere. 

Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la 

ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá 

ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un 

eventual fallo a favor del solicitante. 

La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho la 

solicitud por el medio más expedito posible. 

El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o 

seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como 

consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso. 

El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer cesar en 

cualquier momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que hubiere dictado. 

En desarrollo de la normatividad ibídem, la jurisprudencia reiterada de la Honorable Corte 

Constitucional, ha establecido los requisitos necesarios para la declaración de una medida 

provisional, aspecto que fue reiterado en reciente pronunciamiento como lo es el en auto 555 del 

2021, Magistrada Sustanciadora Paola Andrea Meneses Mosquera, donde se reiteraron los 

siguientes requisitos a saber: 



“La procedencia de las medidas provisionales está supeditada al cumplimiento de tres exigencias: (i) que 

exista una vocación aparente de viabilidad, (ii) que exista un riesgo probable de afectación a derechos 

fundamentales por la demora en el tiempo y (iii) que la medida no resulte desproporcionada”. 

Desarrollando lo anterior se tiene lo siguiente i) “Que exista una vocación aparente de viabilidad”, este 

requisito según lo ha manifestado la Corte en la jurisprudencia citada líneas atrás, debe “(…) estar 

respaldada en fundamentos: (a) fácticos posibles y (b) jurídicos razonables”, es decir, que tenga apariencia 

de buen derecho (fumus boni iuris). Este requisito exige que el juez pueda inferir, al menos prima facie, algún 

grado de afectación del derecho. Esto, por cuanto, aunque en la fase inicial del proceso “no se espera un 

nivel de certeza sobre el derecho en disputa, sí es necesario un principio de veracidad soportado en las 

circunstancias fácticas presentes en el expediente y apreciaciones jurídicas razonables soportadas en la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional (…)”. 

Aterrizado lo anterior al sub judice, se tiene que existen elementos facticos y jurídicos para inferir 

que existe una afectación grave a los Derechos del Debido Proceso Administrativo, Confianza 

legítima; trabajo y mínimo vital y móvil, toda vez que, he cumplido con los requisitos exigidos para 

el cargo aspirado a cabalidad, superé el puntaje exigido en las pruebas de conocimiento y 

aptitudes, he agotado los mecanismos administrativos necesarios tendientes a salvaguardar mis 

Derechos, el único documento en el cual se amparan los accionados para excluirme del concurso 

de méritos tiene total validez y presunción de autenticidad y legalidad como se manifiesta 

expresamente en el mismo certificado aportado, todas mis actuaciones y documentos aportados 

han sido diligentes y de buena fe, en la reclamación elevada, se aportó los documentos necesarios 

que avalaban y confirmaban el cumplimiento de los requisitos de experiencia exigidos, pero los 

mismos fueron desechados bajo un argumento vano como lo es la extemporaneidad, cuando mi 

intención en ningún momento era modificar la documentación aportada al momento de la 

inscripción y cargue de documentación sino brindarle a los accionados los elementos y pruebas 

necesarias para que reconsideren la decisión adoptada. Todo ello ha generado una grave 

afectación y un perjuicio irremediable toda vez que me excluye del concurso de méritos de una 

manera injusta, arbitraria y caprichosa. 

ii) “Que exista un riesgo probable de afectación a derechos fundamentales por la demora en el tiempo”. En 

igual sentido, la jurisprudencia no ha sido ajena a este requisito y ha manifestado que: 

(…) exista un riesgo probable de afectación a derechos fundamentales por la demora en el tiempo 

(periculum in mora) implica que exista un “riesgo probable de que la protección del derecho invocado 

o la salvaguarda del interés público pueda verse afectado considerablemente por el tiempo 

trascurrido durante el trámite de revisión”. Este requisito pretende evitar que la falta de adopción de la 

medida provisional genere un perjuicio en los derechos fundamentales o torne inane el fallo definitivo. 

En este sentido, debe existir “un alto grado de convencimiento de que la amenaza de perjuicio 

irremediable es cierta; y que el daño, por su gravedad e inminencia, requiere medidas urgentes e 

impostergables para evitarlo”. Es decir, la medida provisional procede cuando la intervención del juez 

es necesaria para evitar un perjuicio “a un derecho fundamental o al interés público, que no podría 

ser corregido en la sentencia final”. 

Aplicado lo anterior al caso en concreto es claro el riesgo que implica la demora del trámite del 

presente proceso, toda vez que los concursos de méritos se desarrollan por etapas y términos 

perentorios y al encontrarme en este momento por fuera del concurso se me impide avanzar a la 

siguiente etapa el concurso, más aún si se tiene en cuenta que tengo una expectativa legitima de 

continuar en el concurso, toda vez que supere las pruebas de conocimiento y aptitudes realizadas, 

cumplo con los requisitos académicos y de experiencia requeridos para el cargo y el único 

elemento por el cual se me excluye del concurso es por un elemento de forma en un documento 

que contaba con total validez legal y el cual aporte obrando de buena fe y con la confianza legítima 

que me daba un documento emitido por una entidad pública. El riesgo probable es claro, porque al 

tener que esperar los términos necesarios para agotar el presente proceso constitucional y de 



continuar el concurso, pasarían y se agotarían etapas perentorias que me impedirían acceder al 

Derecho al Debido Proceso Administrativo y esto generaría una afectación mayor de la que ya se 

me ha ocasionado. 

iii) “Que la medida no resulte desproporcionada” al respecto en la precitada jurisprudencia se ha 

mencionado que: 

que la medida provisional no resulte desproporcionada implica que no genere un daño intenso a quien 

resulta directamente afectado por ella. Este requisito exige una ponderación “entre los derechos que 

podrían verse afectados [y] la medida”, con el fin de evitar que se adopten medidas que, aunque tengan 

algún principio de justificación, “podrían causar un perjuicio grave e irreparable a otros derechos o 

intereses jurídicos involucrados” 

Aplicado lo anterior se tiene que la presente solicitud solo se realiza hasta tanto se agote el trámite 

procesal de la presente acción constitucional, lo cual no genera un perjuicio o afectación a terceros 

ni tampoco resulta desproporcionado, por el contrario garantiza la protección de los Derechos de 

terceros, porque de continuar el concurso otros aspirantes avanzarían para después tener que 

repetir etapas de encontrarse vocación de prosperidad a mis pretensiones, por lo cual no medida 

provisional de suspensión provisional del concurso resulta prudente y garantiza el Derecho al 

Debido Proceso Administrativo de todos los aspirantes al cargo al cual me inscribí. De igual manera 

tampoco existiría una afectación a las entidades accionadas toda vez que la solicitud se realiza de 

manera temporal y transitoria mientras se resuelve de fondo la presente acción constitucional y una 

vez agotado dicho trámite se retomaría el rumbo de concurso. 

Es por todo lo anterior, que la medida provisional solicitada tiene vocación de prosperidad. 

 

                                                                 6) JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad de juramento manifiesto que no he promovido acción de tutela alguna por los 

mismos hechos y para ante otra autoridad judicial. 

 

                                                                     7)  PRUEBAS 

 

Con base en los hechos narrados se aportan las pruebas enmarcadas en los pantallazos del 

aplicativo SIMO contempladas a lo largo de la presente Tutela y se anexan los siguientes 

documentos: 

• Documento completo de reclamación con pantallazos de los pasos de acceso al Sistema 

Humano en Línea. 

• Constancia laboral actualizada de la Secretaria de Educación Municipal de Pasto. 

• Constancia laboral firmada, emitida por el Sistema Humano en Línea cargada en el 

aplicativo SIMO en la inscripción al concurso.  

• Constancia laboral firmada, emitida por el Sistema Humano en Línea cargada en el 

aplicativo SIMO en la actualización de documentos de la convocatoria Proceso de Selección 

No. 2150 a 2237 de 2021, 2316, 2406 de 2022. Directivos Docentes y Docentes, Población 

Mayoritaria. 

• Respuesta a la reclamación presentada con ocasión de la Verificación de Requisitos 

Mínimos en el marco del Proceso de Selección No. 2150 a 2237 de 2021, 2316, 2406 de 

2022 Directivos Docentes y Docentes, Población Mayoritaria, zonas rural y no rural. 

 

 



 

                                                              8)   NOTIFICACIONES 

Accionante: A fin de recibir cualquier notificación sobre la decisión que tome el juez de tutela, me 

permito referir los siguientes datos: Dirección de residencia: Calle 18A N° 12-05 Torre 3 

apartamento 1309 Edificio Santa María de Fátima Barrio Fátima. Número de celular: 3207761264 – 

3183149553 Correo electrónico: maeroserocamp@yahoo.es – oscarrincon@hotmail.es 

Accionadas: Comisión Nacional del Servicio Civil: N.I.T.: 900003409-7. Correo electrónico para 
notificaciones  judiciales: notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co Teléfonos: (+57) 601 3259700 Línea 
nacional 01900 3311011. 

Universidad Libre: NIT.: 860.013.798-5. Correo electrónico para notificaciones judiciales: 
uridicaconvocatorias@unilibre.edu.co y diego.fernandez@unilibre.edu.co Teléfonos: 01 8000 

180560 o para Bogotá 601 3821000. 

  

Atentamente, 

 

Nombre: María Elena Rosero Campiño 

C.C. No. 36.758.376 

Firma: 
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